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Antecedentes y evolución

El sistema electoral del Uruguay es uno de los primeros en el mundo en optar por la instauración de un Poder Electoral independiente. En la documentada obra de Héctor Gros Espiell “La Corte Electoral” 
 el capítulo primero ofrece una magnífica síntesis de derecho comparado al examinar la evolución de los procedimientos de verificación de las asambleas y cámaras de elección popular. Cuando analiza el cambio que se produce en la primera post-guerra, Gros Espiell muestra cómo la verificación de poderes y el juicio sobre los procesos electorales pasan de ser ejercidos por los mismos organismos electos, a nuevos órganos especializados en esas funciones. La primera manifestación de esta nueva tendencia aparece en la Constitución de la República de Weimar en el año 1919, al crear un “Tribunal de examen de actas”. Siguieron así los Tribunales Constitucionales, los Tribunales Supremos, los Tribunales Especiales, etc. Según este autor, Chile fue el primer país en nuestra Región que tuvo un órgano electoral especializado en un texto constitucional. En efecto, creó un Tribunal Calificador de Elecciones en la Constitución de 1925. Brasil por su parte en la Constitución de 1934, creó el Supremo Tribunal Electoral dentro del Poder Judicial. Sería muy largo detallar este proceso que rápidamente se extendió a muchos países.
En relación a esta historia, el sistema electoral del Uruguay tiene algunas particularidades que es conveniente recordar. La primera es que siguiendo la línea dominante en los años veinte, se crea un tribunal especial que es denominado Corte Electoral. Pero la particularidad del caso, es que se crea con independencia respecto a los tres poderes del Estado. Más allá de lo que sucedía en la época que era transferir la verificación y el juicio de las elecciones del Poder Legislativo a un órgano especializado del Poder Judicial, en el caso uruguayo se constituye además una suerte de Poder Electoral. Esta denominación ha sido muy discutida por especialistas y existen dos bibliotecas, una que se inclina por esta denominación para los casos de total independencia y otra que no cree conveniente aceptar una suerte de cuarto poder porque no existen cometidos específicos que no puedan ser desarrollados por alguno de los otros poderes. 
Más allá de este debate, recordemos que en Uruguay, el 9 de enero de 1924, se promulgó la ley 7.690 que se llamó de Registro Cívico Nacional. Esta ley creó un sistema que sigue vigente actualmente y regula los procesos electorales. Durante los 92 años transcurridos, el modelo electoral uruguayo ha estado vigente a pesar de los dos períodos de ruptura institucional que  se produjeron en el país. El más importante y relativamente reciente es la dictadura que se desarrolló desde 1973 a 1985. Es de destacar que durante este período dictatorial hubo dos instancias de consulta popular en las que funcionó el sistema. Una fue en 1980 y la otra en 1982. En ambas instancias, la dictadura sufrió una derrota electoral muy clara. La fortaleza y la legitimidad popular del sistema impidieron que el resultado de esos actos fuera violentado ni siquiera por una dictadura. Dice un conocido especialista:

“El sistema electoral uruguayo es de una extrema complejidad y difícil 
intelección, tanto que se ha afirmado que ni los propios uruguayos son 
capaces de entenderlo. Sin embargo, no es una construcción artificial, 
sino producto de un largo proceso histórico, al punto que sus elementos 
más relevantes constituyen parte de la cultura ciudadana.”

Para explicar brevemente este sistema electoral describiré en primer lugar los órganos electorales y luego los elementos principales que regulan los procesos electorales. En Uruguay, hemos experimentado introduciendo parcialmente las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación. Pero estamos en una etapa incipiente y está claro que estas búsquedas no deben tener como efecto convertirse en una amenaza al carácter garantista del sistema que ha regido nuestros procesos electorales durante 92 años.
La Corte Electoral (marco constitucional y legal)
La Corte Electoral surge después de la Constitución de 1918 cuando hacía pocos años que se había terminado la etapa de guerras civiles en el Uruguay. A esta Corporación se le dio entonces la máxima independencia, pero también la máxima responsabilidad en la regulación y la superintendencia de todo lo electoral en el país. La Comisión que elaboró la ley de creación dice en sus fundamentos:

 
“Para organizar, regir y coordinar el funcionamiento de todas las 
autoridades y Oficinas Electorales se ha instituido una Corte Electoral, 
organismo que en su triple función jurisdiccional, administrativa y 
reglamentaria, en materia electoral, tendrá una verdadera y amplia 
autonomía y significará realmente el órgano supremo de una especie 
de Poder del Estado, semejante al Poder Electoral que tantos 
tratadistas han intentado definir.”

Es imposible en estos minutos desarrollar todo el marco constitucional y legal que refiere a la Corte Electoral. Ya mencioné la creación por la ley de 1924. En los años posteriores se aprobaron leyes que modificaron distintos aspectos, pero me referiré solamente a dos momentos que tienen un particular relieve para el sistema electoral uruguayo. 
· En la Constitución de 1934, la Corte Electoral adquiere rango constitucional, al incorporar al texto, una sección llamada “De la justicia electoral”. Pero al mismo tiempo que se produce este avance, esta Constitución transfiere a la Asamblea General la potestad de ser juez de la elección del Presidente y Vice-Presidente de la República. En reformas posteriores y particularmente en la Constitución de 1952, la Corte vuelve adquirir esa potestad

· La Constitución de 1952, otorga a la Corte una amplia competencia jurisdiccional convirtiéndola en juez exclusivo de la elección de todos los cargos electivos y de los actos de plebiscito y referéndum. La jurisdicción de la Corte en esta materia es privativa y excluyente. Se culmina el proceso instituyente del sistema electoral, al especificar en el texto constitucional los aspectos relacionados con su funcionamiento, ámbito de competencia, número de integrantes, forma de elección de sus miembros, mayorías necesarias para tomar resolución, etc. 
En lo que se refiere a las competencias de la Corporación, el artículo 322 de la Constitución  resume los cometidos que el constituyente ha encomendado a la Corte Electoral:

“Habrá una Corte Electoral que tendrá las siguientes facultades además 
de las que se establecen en la Sección III y las que señale la ley:

a. Conocer en todo lo relacionado con los actos y procedimientos electorales.

b. Ejercer la superintendencia directiva, correccional, consultiva y económica sobre los órganos electorales

c. Decidir en última instancia sobre todas las apelaciones y reclamos que se produzcan y ser juez de las elecciones de todos los cargos electivos, de los actos de plebiscito y referendum.”
Desde 1952, no ha habido cambios en la forma de integrar la Corte Electoral ni en el modo de designación de sus miembros. Dice el actual texto constitucional en el artículo 324:


“La Corte Electoral se compondrá de nueve titulares que tendrán doble 
número de suplentes. Cinco titulares y sus suplentes serán 
designados 
por la Asamblea General en reunión de ambas Cámaras, por dos 
tercios 
de votos del total de sus componentes, debiendo ser ciudadanos que, 
por su posición en la escena política, sean garantía de 
imparcialidad. Los cuatro titulares restantes, representantes de los 
partidos, serán elegidos por la Asamblea General por doble voto 
simultáneo de acuerdo a un sistema de representación proporcional.” 
Es necesario destacar que la designación de los miembros de la Corte por la Asamblea General ha necesitado una negociación entre los partidos ya que hasta ahora, ninguno ha logrado los dos tercios de parlamentarios exigidos por la Constitución para la designación de cinco de los ministros de la Corte. Como resultado de la negociación realizada en el año 2010, actualmente hay cuatro ministros propuestos por el Partido de Gobierno (Frente Amplio), cuatro ministros propuestos por los Partidos de Oposición (Partido Nacional, Partido Colorado y Partido Independiente) y el Presidente debe estar propuesto por consenso de todos los partidos políticos.

Con respecto a la duración del mandato de los miembros de la Corte y la existencia de un ministro que ejerza la presidencia, dice la ley 11.004 del año 1947:

“Art. 3º: Todos los miembros de la Corte serán elegidos al iniciarse cada 
legislatura y durarán en sus funciones hasta que la legislatura siguiente 
designe sus sustitutos…


Art. 4º: Ejercerá las funciones de Presidente de la Corte Electoral 
durante todo el mandato el primer titular de la lista de miembros electos 
por dos tercios de los votos de la Asamblea General. En caso de 
vacancia definitiva o temporal, cuando esta dé lugar a la convocatoria 
del suplente 
respectivo, será este quien ejerza las expresadas 
funciones.”

De todos esos textos constitucionales y legales surge la definición de un órgano independiente que ejerce la dirección y lleva adelante todas las funciones relacionadas a las instancias electorales. Es al mismo tiempo un órgano jurisdiccional en lo electoral, un agente responsable y organizador de todos los actos electorales y un ejecutor y custodio del desarrollo del registro cívico nacional. Sobre la independencia de la Corte y el carácter de juez supremo en lo electoral, creo de interés transcribir una opinión del Dr. Carlos Urruty:


“Lo antedicho determina el carácter irrevocable de sus decisiones en 
materia electoral. Se ha intentado llevar a conocimiento de órganos 
judiciales resoluciones adoptadas por la Corte Electoral en materia 
electoral. El órgano jerárquico del Poder Judicial reconoció en forma 
expresa la competencia exclusiva de la Corte Electoral en esa materia. 
Se ha pretendido, así mismo, enjuiciar ante el Tribunal de lo 
Contencioso 
Administrativo resoluciones adoptadas por la Corte 
Electoral en materia electoral, con el pretexto de que esas resoluciones, 
desde el punto de 
vista formal, eran actos administrativos. Dicho 
Tribunal denegó 
igualmente su competencia afirmando la 
naturaleza jurisdiccional del acto impugnado. Coherente con esa 
independencia reconocida a la Corte Electoral por el constituyente, el 
legislador al regular el recurso de amparo, que puede deducirse ante 
órganos del Poder Judicial, exceptuó expresamente de su ámbito de 
aplicación las resoluciones de la Corte Electoral cualquiera fuera su 
naturaleza.” 

Finalmente, en una apretada síntesis, es necesario agregar que la Corte Electoral gestiona una estructura conformada por las oficinas centrales con sede en Montevideo y por las 19 Oficinas Electorales Departamentales con sede en las capitales de los departamentos. La plantilla total de funcionarios ha oscilado en el entorno de 900 personas. Las oficinas centrales constan de 5 departamentos funcionales y una Oficina Nacional Electoral, de la que dependen los registros de los diferentes documentos y materiales electorales.
Las Juntas Electorales
Las Juntas Electorales tienen una larga historia que se mezcla con los avatares por los que pasó el país en el siglo XIX. En un ambiente de hostilidad entre los grandes partidos políticos, las Juntas pretendieron ser los instrumentos civilizadores, capaces de dar garantías a los procesos electorales.
La ley 7.690 que ya hemos mencionado, en su artículo 15° dice:

“En las capitales de los Departamentos de la República, existirán “Juntas 
Electorales”, que tendrán la dirección del local de los actos y 
procedimientos electorales, bajo la superintendencia de la Corte 
Electoral.”

Se trata de un órgano intermedio de rango departamental y electo por el voto popular, que está compuesto por 5 miembros titulares y el doble de suplentes. En la misma hoja de votación de candidatos a Presidente de la Republica, miembros de la Cámara de Senadores y miembros de la Cámara de Representantes, son también propuestos los candidatos a integrar las Juntas Electorales. 
Las Juntas Electorales tienen un rol importante en relación a la elaboración de los planes inscripcionales en cada departamento. También es el órgano encargado de designar los miembros titulares y suplentes de las Comisiones Receptoras de votos. Estas Juntas conocen y fallan en primera instancia en los juicios que se promuevan por actos electorales.
Las resoluciones de este Cuerpo están sometidas en última instancia a la Corte Electoral, en tanto juez supremo en materia electoral. Como ya lo hemos mencionado, en el artículo 322 de la Constitución de la República, se atribuye a la Corte Electoral el ejercicio de la superintendencia directiva, correccional, consultiva y económica de todos los órganos electorales.  
Las Comisiones Receptoras de votos
Las Comisiones Receptoras de votos son los órganos que administran el acto electoral y se constituyen para que ejerzan esa función solamente durante el día de la elección. Estas Comisiones son también responsables de la realización del conteo provisorio o escrutinio primario. Se constituyen con tres funcionarios públicos y escribanos. Uno de los funcionarios es el presidente de mesa, otro el secretario y el tercero es un vocal. Las tareas de cada uno están perfectamente definidas. 
Los delegados de los partidos políticos acompañan a la Comisión Receptora a lo largo de la jornada electoral. Estos juegan un rol fundamental en términos de garantía. El trabajo de los miembros de las Comisiones, está seguido minuto a minuto por esos delegados presentados por los partidos o fracciones que participen en la elección. Hay partidos que tienen fracciones internas, que pueden enviar delegados partidarios. Los procedimientos y las resoluciones de las Comisiones pueden ser observados por los delegados partidarios. Posteriormente, en el escrutinio departamental o definitivo, los delegados que participan en las mesas escrutadoras, pueden presentar recursos ante las Juntas Electorales.
La mecánica electoral

El modelo uruguayo es complejo y enmarcado en una gran cantidad de leyes que se refieren no solo a los actos electorales, sino también a todo lo que atañe al comportamiento electoral de los partidos políticos, al financiamiento de las campañas electorales y a los procesos de inscripción cívica. La Corte produce además un número muy importante de reglamentaciones que regulan todo el sistema.

A lo largo de estas más de nueve décadas, la legitimación del sistema reposa sobre un amplio consenso y una sólida confianza en los resultados de las elecciones. En Uruguay nadie duda de las cifras que la Corte publica elección tras elección. El carácter garantista del sistema no genera sospechas de fraude, ni de errores que afecten gravemente las posibilidades electorales de alguna de las candidaturas que se presentan. Pero vayamos a algunas de estas características del proceso electoral.
Las hojas de votación son cerradas y bloqueadas. No hay corte. Deben registrarse en la Corte Electoral 30 días antes de la elección. Se distinguen por un número que debe estar también registrado en la Corte Electoral. Pueden imprimirse en colores que identifican los distintos partidos. La impresión y distribución de las hojas de votación es responsabilidad de los partidos políticos y de las agrupaciones que presenten candidatos en la elección que corresponda.
 
Cada partido político se expresa por un lema. Existen también dentro de los partidos, agrupaciones que se expresan por sub-lemas. Los votos se acumulan por lema. La representación proporcional pura es la regla básica, adjudicándose los cargos por el método d’Hont. No puede haber un departamento al que se le adjudique menos de dos representantes. Esta norma afecta la representación pura en la Cámara de Representantes.
Como hemos mencionado, el primer conteo de votos, llamado también escrutinio primario, lo realiza la misma Comisión Receptora en presencia de los delegados de los partidos. Las actas que se elaboran se envían a los centros de totalización y se publican en la página WEB a medida que va llegando la información. 
La legislación electoral considera el segundo escrutinio o escrutinio departamental como el que tiene valor definitivo. Normalmente este escrutinio comienza unas 36 horas después de publicado el escrutinio primario y se desarrolla en “Mesas Escrutadoras” que están compuestas por funcionarios de la Corte Electoral y por delegados de los partidos políticos. Como su nombre lo indica, este escrutinio se desarrolla en las capitales departamentales y está dirigido por la Junta Electoral correspondiente. Cuando en la Mesa Escrutadora algún delegado partidario presenta un recurso, este es remitido a la Junta Electoral. Si el fallo de la Junta coincide con el contenido del recurso, el mismo es aprobado. Cuando la Junta discrepa con el recurso, este es remitido a la Corte Electoral que resuelve en última instancia.

La Corte Electoral interviene apoyando la organización y controlando los procesos de las elecciones universitarias, de algunos de los miembros del órgano que dirige la previsión social, de algunos de los miembros de los órganos que dirigen la enseñanza pública, de cooperativas y de varias organizaciones de la sociedad civil.
Para terminar, señalaría un punto clave del sistema: la participación de los partidos. Como hemos visto están presentes en la jornada electoral, en el escrutinio primario y en el escrutinio definitivo. La misma integración de la Corte Electoral es un producto de la negociación entre los  partidos. Esta presencia de los partidos en todas las etapas les permite seguir de cerca el proceso y los resultados. Ellos son los que trasmiten a la población, la confianza en la transparencia del acto electoral, del cual han sido testigos directos.
� Héctor Gross Espiell, La Corte Electoral del Uruguay, Instituto Interamericano de Derechos Humanos, Centro de Asesoría y Promoción Electoral – IDH – CAPEL, Costa Rica, 1990.


� Oscar Botinelli, El sistema electoral uruguayo: descripción y análisis�Publicado por el Instituto de Ciencia Política de la Universidad de Heidelberg (Alemania), 1990.


� Texto citado por Carlos Urruty en “El régimen electoral uruguayo”. Ponencia en el marco del Seminario Internacional “Partidos políticos y organismos electorales”, celebrado en Santo Domingo, República Dominicana, los días 5 y 6 de setiembre del 2006 y organizado por IDEA Internacional y el Consejo Económico, Social e Institucional (CESI) dominicano


� Sobre este tema la ley de 1924 dice lo siguiente: “conocer todas las apelaciones y reclamos que se produzcan sobre actos y procedimientos electorales y fallar sobre ellos en última instancia.” No plantea ninguna restricción a las competencias de la Corte, entendiéndose entonces que es juez supremo de todos los actos electorales.





� Carlos Urruty, “El régimen electoral uruguayo”, op.cit.
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